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I. La solicitud de autorización de la Fiscalía 
A. Introducción 


La Fiscalía de la Corte Penal Internacional (en adelante “Fiscalía” y “Corte” o “CPI”, 
respectivamente) antes de iniciar una investigación de oficio de los crímenes de competencia de la 
Corte Penal Internacional que hubieren sido cometidos en cualquier Estado Parte del Estatuto de 
Roma, primero debe obtener una autorización de la Sala de Cuestiones Preliminares. ' 


Antes de presentar esa solicitud la Fiscalía debió haber recibido información veraz de 
organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y otras fuentes fidedignas sobre la 
situación por la que atraviesa el país y después de analizarla convencerse que cuenta con bases 
razonables para creer que crímenes de competencia de la Corte se han cometido, los mismos son 
de gravedad suficiente, los potenciales casos que se desprendan de esa situación puedan ser 
admitidos, además de que la investigación redundará en interés de la justicia.? 


Una vez que la Sala de Cuestiones Preliminares autoriza el inicio de una investigación, la Fiscalía 
podrá desplegar todos los poderes que le confiere el Estatuto de Roma para establecer la verdad 
de los hechos, investigar las circunstancias incriminantes y eximentes, lo que comprende reunir 
pruebas, interrogar testigos, víctimas y sospechosos, examinar pruebas, entre otros, con miras a, 
en su caso, acusar a individuos por haber cometido o participado en la comisión de crímenes de 
competencia de la Corte.* 


La Fiscal anunció el 8 de febrero de 2018 la apertura de un examen preliminar sobre la situación 
de los crímenes cometidos en la campaña del Gobierno denominada “guerra contra las drogas”, 


* Resumen en español y comentarios por José Antonio Guevara Bermúdez. 
| Artículo 15.1. del Estatuto de Roma 

2 Artículo 53 del Estatuto de Roma 

3 Artículo 54 y ss. 
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iniciada por el Presidente Duterte al comienzo de su mandato.* A partir de ese momento la Fiscalía 
analizó y valoró la información recibida en el marco de dicho examen. 





El 14 de junio de 2021 la Fiscal presentó ante la Sala de Cuestiones Preliminares 1? una solicitud 
de autorización para iniciar una investigación sobre los crímenes cometidos en la República de 
Filipinas,' entre el 1 de noviembre de 2011” y el 16 de marzo de 2019.* 


El asunto es de interés debido a que la situación por la que atraviesa Filipinas puede encontrar 
similitudes a lo que sucede en México, al menos son identificables algunos paralelismos en la 
política estatal de cometer crímenes (como asesinatos) en contra de quienes son considerados 
integrantes de las organizaciones criminales. Los rasgos comunes que identifico entre ambos 
países, se centran en la forma en que las autoridades se comportan, no solo respecto de los ilícitos 
principales, sino en los discursos de altos funcionarios de gobierno mediante los cuales se respalda 
la política violenta contra organizaciones criminales; los pronunciamientos también de políticos 
que celebran la muerte de líderes de organizaciones criminales o para proteger a las instituciones 
responsables de los abusos; la forma en que las agencias de seguridad falsean la realidad de lo 
ocurrido y emplean como justificación de las muertes la legítima defensa o los enfrentamientos; el 
modus operandi de los asesinatos, así como la ausencia de investigaciones penales de los más altos 
funcionarios del aparato estatal por haber ordenado, tolerado o participado en su planeación y 
ejecución. 


B. La guerra contra las drogas 


Una vez ganada la elección presidencial Duterte declaró que mataría a traficantes de drogas y 
adictos, al mismo tiempo que urgió a la ciudadanía de hacer lo mismo. El 16 de julio de 2016 la 
Policía Nacional Filipina expidió la Circular Memorándum de Mando 16-2016 (en adelante la 
Circular 16-2016) en la que se cita un pronunciamiento del presidente de “erradicar las drogas 
ilegales dentro de los primeros seis meses de su gobierno”, por medio de la “neutralización a nivel 
nacional de las personalidades de las drogas ilegales”. Para ello se ordena llevar a cabo operaciones 
para desmantelar las organizaciones criminales y limpiar las comunidades de traficantes de 
drogas.” 


Su política contra las drogas tenía dos componentes básicos: (1) ir a las casas de los traficantes para 
persuadirlos para poner fin a sus actividades ilícitas; y (11) detener, llevar a cabo inspecciones, 
redadas, detenciones y establecer retenes.!% Como alcalde de una ciudad Duterte en años anteriores 
de asumir la presidencia, aplicó una política de mano dura en contra de organizaciones y personas 
vinculadas a las drogas, y se registraron miles de casos de asesinatos similares. 


4 Véase https://www.icc-cpi.int/philippines 

5 Integrada por los jueces Péter Kovács (Hungría), Reine Alapini-Gansou (Benin) y Socorro Flores Riera (México) 

6 Public redacted versión of “Request for authorisation of an investigation pursuant to article 15(3)”, 24 May 2021, ICC-01/21- 
7-SECRET-Exp. Para su consulta: https: //www.icc-cpi.int/CourtRecords/CR2021_05381.PDE, párr. 1 (en adelante “ICC-01/21 
SF”) 

7 Fecha de la entrada en vigor del Estatuto para Filipinas. 

$ Fecha de la entrada en vigor de la denuncia del Estatuto de Roma para Filipinas. 

2 1CC-01/21 SF, párr. 13 

10 1CC-01/21 SF, párr. 14 
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C. Asesinatos cometidos desde julio 2016 





En la solicitud de autorización para iniciar una investigación de la Fiscalía, se habla de entre 12 
mil y 30 mil personas sospechosas de consumir drogas y otros civiles que fueron asesinadas como 
parte de operaciones de aplicación de la ley por servidores públicos, por individuos sin uniforme 
denominados “vigilantes”, así como ciudadanos reclutados, coordinados y remunerados por la 
propia fuerza pública. |! 


La campaña estaba diseñada para atacar a altas personalidades del negocio de las drogas (líderes, 
productores y distribuidores), así como en contra de quienes forman parte de los niveles más bajos 
de la estructura delictiva (consumidores y narcomenudistas) quienes eran personas principalmente 
en situación de pobreza. También fueron asesinados funcionarios públicos incluidos miembros de 
las fuerzas de seguridad, alcaldes, empleados de comunidades e informantes de policías, 
supuestamente involucrados en el negocio de las drogas.'? 


Con cifras del Gobierno de Filipinas, las fuerzas armadas privaron de la vida al menos a 5,281 
civiles en el marco de operaciones antinarcóticos, lo cuales ocurrieron durante “barridos”, 
Operaciones a gran escala, redadas, arrestos, retenes, inspecciones y aseguramientos o bien cuando 
las víctimas estaban en custodia de la policía o privados de libertad. '* 


En prácticamente todos los incidentes revisados por la Fiscalía, las autoridades filipinas alegaban 
que la víctima había sustraído un arma y le había disparado a los funcionarios o bien había 
amenazado con ejercer violencia, lo cual obligó a los oficiales a disparar y matar a la persona en 
defensa propia, lo cual se contradice con lo que afirman organizaciones, testigos oculares y lo que 
se desprende de información relevante, en el sentido de que las víctimas no representaban un riesgo 
para la policía y que fueron asesinados de forma premeditada. !* 


Los asesinatos también se llevaron a cabo en el marco de operaciones encubiertas, consistentes en 
que policías vestidos de civiles fingían que iban a comprar estupefacientes para posteriormente 
arrestar a narcomenudistas. Testimonios y como videos, evidenciaron que la policía asesinó a 
víctimas a sangre fría. Se recibió información que constata que en casi todas las ocasiones las 
víctimas no estaban armadas, así como que la policía plantaba armas y drogas en la escena del 
crimen para justificar el uso de la fuerza letal.'* 


La información analizada deja ver que las autoridades normalmente informaron que las víctimas 
murieron en enfrentamientos, que iniciaron cuando los sospechosos sacaron sus armas de fuego 
de alto calibre al darse de la llegada de la policía.!% La Fiscalía identifica una variedad de escenarios 
que demuestran que la policía llevó a cabo redadas con el objeto de matar, por ejemplo, personas 
armadas vestidas de civiles ingresaron en la vivienda de la víctima sin identificarse, confirmaron 
la presencia del objetivo, lo aislaron de sus familiares y de otros testigos potenciales para 


11 1CC-01/21 SE, párr. 2 

121CC-01/21 SF, párr. 18 
13 1CC-01/21 SF, párr. 22 
141CC-01/21 SF, párr. 23 
151CC-01/21 SF, párr. 24 
161CC-01/21 SF, párr. 27 
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ejecutarlo.!” También se refiere a testimonios que señalan que una vez que las personas estaban 
sometidas y esposadas fueron ejecutadas, al mismo tiempo que la policía sembró armas y drogas. !* 





Se registraron asesinatos en retenes o durante patrullajes en los que los sospechosos supuestamente 
se negaron a detenerse y abrieron fuego a la policía, quienes para defenderse emplearon sus armas; 
sin embargo, la evidencia mostró que algunos casos fueron asesinatos cometidos en operaciones 
planeadas.!” 


La Fiscalía en este contexto analizó los estándares internacionales aplicables para los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley sobre el uso de armas de fuego.?% En ese sentido encuentró que 
los mismos, así como los procedimientos operacionales de la Policía Filipina autorizan a su 
personal para hacer uso de la fuerza letal solamente de manera excepcional, cuando sea 
estrictamente necesario para proteger la vida y todos los otros medios son insuficientes para 
alcanzar ese objetivo, en entendido de que el uso de la fuerza debe ser proporcional. ?! 


La Fiscalía encontró que las autoridades no han negado que personas han muerto en el marco de 
Operaciones anti narcóticos, sin embargo han insistido consistentemente que fueron resultado de 
la defensa propia de los funcionarios y de enfrentamientos armados.?? En este sentido, la Fiscalía 
señaló que “la cuestión sobre si un perpetrador actuó en defensa propia preferentemente debe ser 
resuelta en la etapa de investigación o juicio, no así en la de examen preliminar”. Reconoció 
asimismo que, debido a que la defensa propia se ha empleado de manera amplia y consistente por 
las autoridades de Filipinas como justificación de las muertes de sospechosos, este asunto es 
relevante no solo para la cuestión de la responsabilidad penal individual y el análisis de la legalidad 
de la privación de la vida, sino que también para determinar las bases razonables suficientes para 
creer que los múltiples asesinatos pudiera constituir un “ataque” y/o si dicho ataque fue 
generalizado o sistemático. 


D. Planificación e intencionalidad de los asesinatos 


La Fiscalía encontró contradictorio que al mismo tiempo que las autoridades alegaron que las 
muertes de sospechosos fueron en defensa propia de los servidores públicos, se registraron 
declaraciones de altos funcionarios que sugieren que esas muertes son un componente de la Guerra 
contra las Drogas. Se mencionan expresiones del Presidente Duterte en las que celebra el creciente 
número de muertes como prueba de éxito de su política de seguridad y otras en las que anima a 
matar sospechosos. Se citan otros testimonios de oficiales de policía que se refieren a los asesinatos 
como algo necesario para curar una enfermedad y purificar las almas.?* 


Evidencia ha contradicho las descripciones oficiales sobre muertes a manos de policías, por lo que 
le parece a la Fiscalía que no ocurrieron en enfrentamientos ni bajo legítima defensa, sino por el 


17 1CC-01/21 SF, párr. 28 

18 1CC-01/21 SF, párr. 29 

19 1CC-01/21 SF, párr. 39 

2 Principios Básicos sobre el Uso de la Fuerza y Armas de Fuego por Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley y el 
Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. 

21 1CC-01/21 SF, párr.51 

2 1CC-01/21 SF, párr. 48 

23 Ver Comoros, Informe sobre Articulo 53(1), para. 20, 55-57. 

24 ICC-01/21 SF, párr. 58 
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contrario como ejecuciones extrajudiciales.? Se refiere a testimonios que narran que las víctimas 
estaban desarmadas, que no se resistieron al arresto, ni que se hubieran confrontado con violencia 
a la policía, sino que por el contrario observaron o escucharon a las víctimas entregarse y pedir por 
sus vidas, tras lo cual les dispararon. Las pruebas llevaron a la Fiscalía a la conclusión de que 
muchas de las muertes fueron planeadas con anticipación.” 





La Fiscalía también encontró que las heridas en las víctimas son inconsistentes con la defensa 
propia, ya que a muchas de ellas se les disparó en múltiples ocasiones, los disparos fueron a corta 
distancia, en la espalda o detrás de la cabeza. Otros cuerpos arrojaron información sobre los 
ángulos de entrada de las balas lo que hace suponer que fueron ejecutados y no murieron en 
enfrentamientos.?” 


Otro elemento que la Fiscalía empleó para determinar que cuenta con bases para creer que se han 
cometido asesinatos como parte de la campaña de la guerra contra las drogas, es que la policía 
sembró evidencias en las escenas del crimen (por ejemplo armas) o alteraron la forma en que las 
personas fueron privadas de la vida (por ejemplo mover el cadáver a otro lugar).?% De la misma 
forma en varios casos se mencionan acciones de la policía para impedir que los familiares de las 
víctimas presenten quejas, a través de intimidación o producirles miedo a represalias.” 


La Fiscalía también se refiere a asesinatos cometidos al margen de las operaciones policiacas pero 
relacionadas con la Guerra contra las Drogas, atribuibles a perpetradores no identificados. Algunos 
casos pudieron ser cometidos por policías que ocultaron su identidad o por actores privados que 
actuaron con autorización o contratados por la policía, o bien por particulares que asesinaron a 
partir de los mensajes presidenciales en los cuales incitaba a matar a los sospechosos de estar 
involucrados en el negocio de las drogas.*%% En estos casos se encontraron vínculos entre los 
denominados vigilantes con agentes del Estado, similitud en los perfiles de las víctimas, que los 
motivos para matarlos estaban relacionados con la campaña de la Guerra contras las Drogas y 
semejanzas en el modo de operación.*' 


La Fiscalía después de analizar la información indicó que las ejecuciones extrajudiciales no 
representan ser anomalías o excepciones, sino que por el contrario parecen formar parte de una 
política que afectó a las 17 provincias del país, en un periodo de años determinado y que 
involucraron a los más altos niveles de las agencias de seguridad y gobierno.*? 


La Fiscalía encontró que en la mayoría de los crímenes están directamente implicados miembros 
de oficinas de gobierno con la policía y otros actores nacionales y locales.? La policía fue central 
en la planeación, coordinación e implementación de las operaciones, mientras que los más altos 
funcionarios las ordenaron, dirigieron y organizaron. Ello implica a todos los directores de la 


25 1CC-01/21 SF, párr. 54 

26 1CC-01/21 SF, párr. 55 

27 1CC-01/21 SF, párr. 59 

28 1CC-01/21 SF, párr. 60-2 
29 1CC-01/21 SF, párr. 63 

30 ICC-01/21 SF, párr. 66 

31 1CC-01/21 SF, párr. 67-76 
32 1CC-01/21 SF, párr. 77-81 
33 1CC-01/21 SF, párr. 83 
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policía, de la agencia antinarcóticos, así como funcionarios regionales y locales que ejecutaban las 
operaciones.** 





E. Elementos contextuales del asesinato como crimen de lesa humanidad 


La Fiscalía considera que existe una base razonable para creer que la conducta alegada fue 
cometida como parte de un ataque generalizado y sistemático en contra la población civil de 
acuerdo o en ejecución de una política Estatal. En ese sentido por lo menos a partir de julio de 
2016 integrantes de las agencias encargadas de hacer cumplir la ley y otros cometieron múltiples 
actos que conjuntamente constituyen un ataque contra la población civil. Los asesinatos analizados 
no son la mera acumulación de actos aislados y aleatorios, sino que por el contrario fueron 
cometidos en el contexto o en conexión con la campaña nacional de Guerra contra las Drogas de 
las autoridades filipinas. ** 


Los crímenes comparten elementos comunes en términos de naturaleza y características (disparos 
armas de fuego, en múltiples ocasiones, en la cabeza o el pecho, a corta distancia); lugares en los 
que se cometieron (cerca de vivienda de víctimas, en lugares de trabajo o que frecuentaban); el 
perfil de las víctimas (sospechosas de estar involucradas en actividades ilegales) y con fines 
similares (eliminar o disuadir el consumo y venta de drogas). Los actores, por su parte, son 
estatales, particularmente integrantes de la policía y los actos ocurrieron en el marco de 
Operaciones anti narcóticos reconocidas por la policía o mientras las víctimas estaban bajo custodia 
o detenidas por la policía por su involucramiento en actividades relacionadas con drogas.?*” Los 
asesinatos cometidos por particulares en la mayoría de los casos se trataba de policías, y los actos 
se cometieron con conocimiento y con cierto nivel de coordinación entre perpetradores y 
funcionarios del Estado.38 


La población civil a quien se dirigió el ataque son principalmente civiles filipinos sospechosos por 
las autoridades de estar involucrados en actividades como la producción, consumo o venta de 
drogas. Muchas de ellas fueron incluidas en listas de vigilancia y algunas previamente se habían 
entregado a la policía.” 


Por la información analizada la Fiscalía encontró que los asesinatos se llevaron a cabo conforme a 
una política Estatal de matar consumidores y vendedores de drogas, así como incitar a particulares 
para llevar a cabo esos asesinatos. Mientas que las operaciones de la Guerra contra las Drogas 
involucraban actividades legítimas como arrestos, también se contemplaban ejecuciones 
extrajudiciales intencionales de miles de personas.* 


La Fiscalía encontró que la Directiva 16-2016 emplea la palabra neutralizar o anular de manera 
diversa, incluyendo instrucciones para neutralizar grupos, personalidades y personal de la policía 
involucrada en actividades ilícitas. A pesar de que el sentido ordinario de la palabra es colocar o 
poner fuera de acción, también se trata de un eufemismo para matar. Lo mismo sucede con la 
palabra anular. La selección de esas palabras y su uso en la Directiva buscaba denotar el significado 


34 1CC-01/21 SF, párr. 84 
35 1CC-01/21 SF, párr. 88 
36 ICC-01/21 SF, párr. 89 
37 1CC-01/21 SF, párr. 90 
38 1CC-01/21 SF, párr. 91 
39 1CC-01/21 SF, párr. 92 
40 1CC-01/21 SF, párr. 93-4 
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de matar y así fueron interpretadas por los actores relevantes.*! Se destaca que en las 
comunicaciones oficiales se utilizar el termino neutralizar (se incluye una cita de un informe que 
habla de 1,661 sospechosos de drogas neutralizados y 29,910 arrestados en 31,215 operaciones) y 
muertos. 





1 


También se destacan en la solicitud las declaraciones de altos funcionarios de gobierno que 
informaban sobre las muertes de personalidades del mundo de las drogas o las celebraban.* 
Encontró asimismo un patrón claro de las autoridades de esconder la naturaleza ilegal de las 
muertes, mediante la falsificación de informes y el sembrado de evidencia en las escenas del 
crimen.* 


Los funcionarios públicos involucrados, además, recibieron ofertas o incentivos monetarios, 
promociones y premios por matar personas en el marco de la Guerra contra las Drogas.* 


Un aspecto muy importante es que la existencia de la política se puede inferir a partir de la 
aprobación de las autoridades de los asesinatos, como logros o éxitos. A ello se adicionan promesas 
para proteger a los perpetradores de la rendición de cuentas. Por ejemplo se cita una declaración 
de Duterte después de un supuesto enfrentamiento: “Tengo que creer la historia de la policía, 
debido a que son mis subordinados y soy el último responsable de sus actos [...] si ustedes cumplen 
con su deber, no se preocupen por los casos, yo los voy a proteger, créanme [...] si alguien tendrá 
que ir a la cárcel ese soy yo. Asumiré toda la responsabilidad legal.”46 


Los reiterados mensajes del Presidente que exculpan de antemano a policías y militares 
involucrados en ejecuciones extrajudiciales, se traducen en el fracaso de las autoridades de 
investigar y acusar significativamente a los responsables de haber cometido asesinatos en el marco 
de la guerra contra las drogas. La solicitud de autorización de la Fiscalía se refiere a un puñado de 
casos “simbólicos” de las autoridades filipinas, enfocados en los responsables materiales de rango 
menor que sido llevados a juicio. 


Solamente en un caso se alcanzó sentencia y no cuenta con información sobre ningún individuo 
investigado por haber ordenado, planeado o instigado a cometer asesinatos. Comandantes 
implicados solo han sido suspendidos temporalmente de sus responsabilidades para posteriormente 
ser movidos de lugar o incluso promovidos.*” 


La ausencia de acciones significativas encaminadas a llevar a juicio a los perpetradores, 
particularmente cuando se combina con promesas de inmunidad o protección de la rendición de 
cuentas, constituye en palabras de la Fiscalía “una forma de incitación a los perpetradores de que 


continúen cometiendo crímenes violentos en contra de quienes se tenga sospecha de ser 


consumidores o traficantes de drogas”.* 


41 1CC-01/21 SE, párr. 96 

2 1CC-01/21 SE, párr. 97 

43 1CC-01/21 SE, párr. 98 

4 1CC-01/21 SE, párr. 99 

45 1CC-01/21 SF, párr. 110-113 
46 1CC-01/21 SE, párr. 115 
171CC-01/21 SE, párr. 117 
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F. Conclusiones de la Fiscalía 


Por la información disponible la Fiscalía encontró que el ataque se llevó a cabo a gran escala y de 
manera frecuente, victimizando a un número importante de civiles por un periodo prolongado, en 
el cual se registran entre 12 mil y 20 mil asesinatos cometidos en el contexto de la Guerra contra 
las Drogas, de las cuales al menos 5,300 son atribules directamente a agentes estatales. Los 
crímenes se cometieron en la totalidad del territorio y en algunos momentos fueron perpetrados 
con gran intensidad.*” 


También se considera que el ataque fue sistemático debido a que se puede inferir de la evidencia 
sobre la política estatal, los preparativos de los ataques y la naturaleza altamente organizada y 
coordinada del ataque, la delibrada victimización y el patrón claro y consistente de violencia.% 


La Fiscalía encontró un vínculo entre los actos individuales y el ataque, debido a la coincidencia 
geográfica y temporal de dicho ataque con los asesinatos, a que los perpetradores también parecen 
ser responsables del ataque y que la misma categoría de personas fueron el objeto del ataque.?* 


Por último, la Fiscalía concluyó que los potenciales casos que puedan surgir de una investigación 
sobre la situación pudieran ser admisibles y de gravedad suficiente para justificar acciones 
ulteriores de la Corte, al mismo tiempo que no identifica razones de peso que le hagan creer que 
una investigación no redundaría en el interés de la justicia. 


II. La autorización para iniciar una investigación de oficio de la Sala de Cuestiones Preliminares 
A. Introducción 


El 15 de septiembre de 2021 la Sala de Cuestiones Preliminares I (SCP)* hizo pública su decisión 
de autorizar al Fiscal de investigar los crímenes de competencia de la Corte Penal Internacional 
(CPI) cometidos en el territorio Filipinas entre el 1 de noviembre de 2011 y el 16 de marzo de 
2019 en el marco de la llamada guerra contra las drogas.** 


B. Base razonable para proceder 


Como se mencionó anteriormente, para que el Fiscal pueda llevar a cabo una investigación de 
oficio se tiene que obtener la autorización de la SCP. En caso de Filipinas, después de haber 
analizado la solicitud e información de sustento recibida, la SCP concluyó que existe una base 
razonable para proceder con una investigación. Para dicha sala e criterio “base razonable para 
proceder” requiere ser acreditado con el más bajo estándar probatorio de acuerdo las normas que 
rigen el procedimiento ante la CPI. Después de analizar el material relevante, la Sala no tiene que 
arribar a conclusiones definitivas, por el contrario debe justificar la existencia de una creencia 
sensata o razonable de que un crimen de competencia de la CPI se ha cometido. A pesar de que 


4 ICC-01/21 SF, párr. 120 

30 1CC-01/21 SF, párr. 121 

51 ICC-01/21 SF, párr. 122 

52 La Sala de Cuestiones Preliminares I está integrada por los Jueces Péter Kovács, Reine Adélaide Sophie y María del Socorro 
Flores Liera. 

33 Decision on the Prosecutor”s request for authorisation of an investigation pursuant to Article 15(3) of the Statute, ICC-01/21, 
15 de septiembre de 2021, Para consultarlo: https: //www.icc-cpi.int/CourtRecords/CR2021_08044.PDF (en adelante “ICC-01/21 
ASCP”) 
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los hechos sean difíciles de establecer, pocos claros o contradictorios una investigación puede 
iniciarse. % 


C. Participación de víctimas 


En el contexto de la tramitación de la autorización del inicio de la investigación, la SCP solicitó 
que las víctimas que se enmarcaran en los parámetros de la situación presentaran observaciones. 
La Secretaría de la CPI recibió 204 de ellas sobre 1,530 víctimas individuales y de 1,050 familias 
o víctimas colectivas. 


Se constató que el 94% de las víctimas se expresaron a favor de que la Fiscalía inicie una 
investigación y expresaron diversos motivos, entre los que se encuentran: llevar a juicio a los 
responsables, que no haya impunidad, evitar crímenes futuros, conocer la verdad de lo ocurrido a 
las víctimas, limpiar los nombres de quienes fueron falsamente acusados y permitir que las 
víctimas sean escuchadas.% La mayoría de las observaciones se refirieron a ejecuciones 
extrajudiciales, sin embargo, también se mencionaron otros delitos como por ejemplo tortura, 
violencia sexual, privación grave de la libertad, desaparición forzada, tentativa de asesinato, entre 
otros.” La SCP encontró que las observaciones de las víctimas corresponden con los crímenes 
mencionados en la solicitud de autorización presentada por la Fiscalía.* 


D. Consideraciones sobre la política antinarcóticos 


Para la SCP el uso del término guerra contra las drogas incluido en la solicitud de autorización de 
inicio de investigación presentada por el Fiscal, no es de carácter oficial o legal, sin embargo es 
una noción que abarca la situación, en la cual se llevaron a cabo operaciones por agencias de 
seguridad legales e ilegales.*? La Sala, expresó algunas consideraciones respecto del marco legal 
internacional sobre tráfico de drogas y las obligaciones de los Estados al respecto. 


Recordó que es una responsabilidad de los Estados hacer frente al tráfico ilícito de drogas al 
tratarse de una actividad criminal internacional. Para combatir ese crimen se ha conformado un 
sistema internacional de coordinación y cooperación;% que contempla una serie de obligaciones a 
cargo de los Estados de tipificar como delito el tráfico de estupefacientes y procesar a los 
responsables. 


También reconoció la obligación de los Estados de proteger y garantizar el derecho a la vida o a 
no ser privado arbitrariamente de la vida, así como las garantías judiciales para todas las personas 
sujetas a un proceso penal. Lo anterior significa que los Estados están obligados a combatir el 
tráfico de estupefacientes a través de acciones y políticas que respeten las obligaciones de derechos 
humanos. Para la SCP las operaciones legítimas contra drogas ilícitas que respeten los derechos 


34 1CC-01/21 ASCP, párr. 12 

35 Párr. 17 y ICC-01/21 Annex l, Public Redacted, Registry Report on Victims” Representations (https://www.icc- 
cpi.int/RelatedRecords/CR2021_07669.PDF) 

36 1CC-01/21 ASCP, párr. 19 

37 1CC-01/21 ASCP, párr. 20 

38 ICC-01/21 ASCP, párr. 21 

39 ICC-01/21 ASCP, párr. 23 

60 Integrado por la Convención única de 1961 sobre estupefacientes y su Protocolo modificatorio, el Convenio sobre sustancias 
psicotrópicas de 1971 y la Convención contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1988. 
61 ICC-01/21 ASCP, párr. 88 

62 Entre otros el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
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humanos a la vida y al debido proceso, no pueden calificar como ataques en contra de la población 
civil. 





En el caso particular de Filipinas encontró que en el marco de llamada guerra contras las drogas 
las autoridades no incorporaron ningún sistema formal y revisable de quejas individuales, ni se le 
permitió participar seriamente a personas afectadas en procesos sobre uso indebido de la fuerza, a 
pesar de la existencia de los estándares internacionales y nacionales (de la policía nacional). 


E. Los asesinatos 


La SCP reconoció que de la información recibida se infiere que actores estatales, principalmente 
de las agencias de seguridad, asesinaron a miles de presuntos consumidores de drogas y otras 
personas civiles en el marco de operaciones para hacer cumplir la ley, así como por civiles 
particulares que actuaron como “vigilantes”, algunos de ellos pagados por la policía, otros 
presuntamente eran integrantes de la misma institución.% 


Para la SCL no hay discusión sobre el hecho de que personas murieron en el marco de la guerra 
contra las drogas, ya que el mismo gobierno de Filipinas comunicó que 5,281 civiles murieron en 
operaciones antinarcóticos entre julio de 2016 y febrero de 2019. 


Sin embargo, reconoce que no hay coincidencia en la apreciación sobre el número de víctimas'” y 
hechos en algunos incidentes en los cuales las autoridades del país alegan que las personas 
fallecieron por motivo de enfrentamientos o que agentes del orden actuaron en legítima defensa. 
Esas discrepancias serán materia de la investigación por parte del Fiscal.% También se reconoce 
que la información con la que dispone es de calidad limitada por tratarse de una etapa preliminar 
de los procedimientos. 


La SCP después de haber analizado toda la información, resolvió que el estándar requerido se 
satisfizo y que los miembros de las fuerzas de seguridad filipinas y particulares asesinaron 
personas como parte de la campaña de la llamada guerra contra las drogas entre el 1 de julio de 
2016 y 16 de marzo de 2019, así como también en el área de Davao entre el 1” de noviembre de 
2011 y el 30 de junio de 2016.” 


F. El ataque contra la población civil 


La SCP desagregó los elementos de los crímenes de lesa humanidad y reiteró los precedentes sobre 
los conceptos de ataque (curso de conducta que implica una serie o flujo de eventos, que no son 
una suma o agregado de eventos aislados) y sobre la comisión múltiple de actos (umbral 
cuantitativo) dirigidos en contra de la población civil. Clarificó que población civil es un colectivo, 
en contraposición a civiles individuales, que además debe ser el objetivo primario del ataque. 
Reiteró que la presencia de personas que no son civiles entre la población, no le priva el carácter 


63 ICC-01/21 ASCP, párr. 89 

64 1CC-01/21 ASCP, párr. 91 

65 ICC-01/21 ASCP, párr. 24 y 32 

66 ICC-01/21 ASCP, párr. 39 

67 Fiscalía haba de entre 12,000 y 30,000 personas asesinadas en operaciones vinculadas a la denominada guerra contra las 
drogas, mientras que autoridades se refieren a 5,281. 

68 ICC-01/21 ASCP, párrs. 40-58 

69 ICC-01/21 ASCP, párr. 67 

7 ICC-01/21 ASCP, párr. 60, 66 y 70 
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civil a dicha población. Además, reconoce que para ser población civil se requiere exclusivamente 
que sean personas (seres humanos).”! También se refirió a que el ataque (curso de conducta que 
involucra la comisión múltiple de actos) debe llevarse a cabo de conformidad con, o en apoyo de, 
una política de Estado y que activamente promueva o fomente el ataque contra las personas. ?? 





La SCP encontró que a partir de la información disponible un patrón claro de asesinatos se 
identifica en el periodo en cuestión en el territorio de Filipinas. El flujo general de eventos es 
claramente discernible y los asesinatos equivalen a un ataque.?* Resolvió que el ataque se dirige 
contra personas que se alega están asociadas con el uso o tráfico de drogas.?* 


G. Generalizado y sistemático 


La SCP encontró que en Filipinas la situación se refiere a un ataque generalizado y sistemático en 
contra de la población civil. Por lo que se refiere a lo generalizado del ataque, recordó que dicho 
término denota la escala en que se comete y el número de personas a las que se dirige.?* Por el 
número de víctimas acumuladas en el marco de la campaña de la guerra contra las drogas y la 
extensión de su comisión en todo el territorio de Filipinas se trata de un ataque generalizado. La 
sistematicidad, para la SCP, es coincidente con en análisis sobre la política del Estado, que se verá 
a continuación. ”' 


La política de Estado (o de organización) puede consistir en un diseño o plan prestablecido, o bien 
puede cristalizarse y desarrollarse con acciones llevadas a cabo por los perpetradores. En este 
último supuesto, la política puede inferirse a partir de varios factores como por ejemplo: (1) 
patrones recurrentes de violencia, y la improbabilidad de que se sean actos aislados o 
accidentales”; (ii) los preparativos o movilización colectiva orquestada y coordinada por el 
Estado; (111) el uso de recursos públicos o privados para avanzar la política; (1v) declaraciones, 
instrucciones O documentos que condonan o fomentan la comisión de crímenes; y (v) una 
motivación subyacente. La sistematicidad sugiere la existencia de una política. $ 


Por la información analizada, la SCP consideró que las ejecuciones o asesinatos no pueden ser 
considerados como operaciones legitimas, ni como meros excesos en una operación legítima. ?? 
Reconoció que la guerra contra las drogas afectó a ciertos segmentos de la población de manera 
desproporcionada y observó que las víctimas principalmente son hombres pobres entre los 20 y 40 
años, sin trabajo o que se desempeñan laboralmente en la economía informal (p.e. trabajadores de 
la construcción y de limpia) y que vivían en zonas marginadas de ciudades.%% 


Concluyó que el ataque se llevó a cabo en marco de una política de Estado, en primer lugar debido 
a que los asesinatos de traficantes y consumidores de drogas fueron alentados o justificados,*! 


71 1CC-01/21 ASCP, párrs. 72-4 
72 1CC-01/21 ASCP, párr. 75 
73 1CC-01/21 ASCP, párr. 86 
741CC-01/21 ASCP, párr. 87 
75 1CC-01/21 ASCP, párr. 79 
76 1CC-01/21 ASCP, párr. 102 
77 1CC-01/21 ASCP, párr. 80 
78 1CC-01/21 ASCP, párr. 78 
79 1CC-01/21 ASCP, párr. 91 
80 1CC-01/21 ASCP, párr. 92 
81 1CC-01/21 ASCP, párr. 59 
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mediante expresiones de diverso tipo, por ejemplo por Rodrigo Duterte%” durante su campaña 
presidencial, una vez que asumió la posición, así como cuando fue alcalde de Davao.*% También 
se destacan pronunciamientos similares del jefe de la policía nacional Ronald Dela Rosa.*% 


Además se acreditaron declaraciones relativas a deshacerse de las drogas ilegales y neutralizar 
personas, como un eufemismo para “matar”, a quienes estaban identificadas en listados oficiales. * 
También constató que las autoridades filipinas han fallado en su obligación de investigar y 
procesar a los responsables de los asesinatos, que solo algunos casos han llegado a juicio y en un 
solo caso se ha dictado sentencia. Además, se destaca que el presidente Duterte prometió 
impunidad o perdón al personal de las agencias de seguridad acusadas de haber cometido delitos.” 


H. La autorización de la SCP 


En conclusión, la SCP autorizó la investigación al Fiscal de la CPI por toda la situación relativa a 
los crímenes de lesa humanidad de asesinato y otros relacionados con la campaña de la guerra 


contra las drogas en el territorio filipino entre el 1 de noviembre de 2011 y el 16 de marzo de 
2019.88 


$2 1CC-01/21 ASCP, párr. 91 

83 ICC-01/21 ASCP, párr. 94 

84 1CC-01/21 ASCP, párr. 95 

85 ICC-01/21 ASCP, párr. 96 

$6 1CC-01/21 ASCP, párr. 101 

87 1CC-01/21 ASCP, párr. 101 

88 ICC-01/21 ASCP, párr. 118 y ss 


